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León, Guanajuato, a 18 dieciocho de julio del año 2012 dos mil doce. . . . 

V I S T O S, para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el número 160/2012-JN, promovido por el ciudadano Pablo Guerrero Segura; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :
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SEGUNDO.- El presente proceso administrativo fue promovido oportunamente, toda vez que la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que el demandante se ostentó sabedor de la emisión del acta de infracción y del recibo de pago, que fueron los días 8 ocho de marzo y 4 cuatro de abril, respectivamente, del presente año. . . . .  . . . . 
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en el acta de infracción y recibo oficial de pago; se encuentra debidamente, acreditada en autos con la copia al carbón del acta folio número T-4478959 (cuatro-cuatro-siete-ocho-nueve-cinco-nueve), de fecha 8 ocho de marzo del año 2012 dos mil doce; y, con el original del recibo oficial de pago número AA 1818767 (uno-ocho-uno-ocho-siete-seis-siete) de fecha 4 cuatro de abril del mismo año; (visibles en autos, en copia certificada, el recibo a foja 6 seis y el acta a foja 64 sesenta y cuatro); los que merecen pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78, 119 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; toda vez que se trata de documentos públicos, expedidos por un servidor público, en el ejercicio de sus funciones; aunado a que el acta de infracción es reconocida por su emisor, al contestar la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En razón de lo anterior, se tiene por debidamente acreditada la existencia de los actos impugnados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

CUARTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio, si en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . .
Sentado lo anterior, se advierte que en el presente proceso, la Tesorera Municipal exteriorizó: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“Es así que al no obrar en el sumario alguna declaración unilateral de voluntad por parte de esta autoridad demandada, pues el documento anexado… esta plenamente reconocido como derivado de un acto legítimo...”, para más adelante concluir diciendo: “Por lo que se debe sobreseer… pues el documento que exhibe el actor no fue elaborado por el tesorero municipal, no existiendo el acto impugnado… Por tanto el documento que el actor pretende atribuirle a esta autoridad como supuesta ‘calificación’… no es un acto administrativo ya que no contiene ningún signo que pudiera presumirlo así… ”, Lo que equivale a que hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa en vigor en el Estado. . . . . . . . 
Causal de improcedencia que sí se actualiza; pues efectivamente no existe una declaración unilateral de voluntad de su parte que pudiera conllevar a considerarla un acto administrativo; pues el justiciable expresó, de forma concreta, que el acto que le atribuye a esa Dirección, lo es el haber cobrado la cantidad de $265.86 (Doscientos sesenta y cinco pesos 86/100 Moneda Nacional), sin que ese hecho pueda considerarse como un acto administrativo; pues no encuadra en la definición que al efecto se contiene en el artículo 136 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, al actualizarse una causal de improcedencia, concretamente la establecida en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, con sustento en lo establecido en la fracción II del artículo 262 del mismo Código, procede sobreseer el presente proceso administrativo respecto de la Tesorería Municipal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por otra parte, la Tesorera también arguyó: “...se debe concluir que el acto reclamado fue legítima y expresamente consentido por el infractor, ahora actor…”, lo que se interpreta en que invoca como causal de improcedencia, la prevista en la fracción IV del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . .

Para este Juzgador, no se actualiza la causal de improcedencia en comento, ya que no se advierte de constancia alguna, el consentimiento expreso que señala dicha autoridad; toda vez que el hecho de haber realizado el pago de la multa por concepto de la infracción, no implica su consentimiento; tan no lo implica, que el actor interpuso el presente proceso dentro del término que establece el artículo 263 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; y, si tuvo que cubrir la multa, lo hizo para recuperar su vehículo que le fue retenido; luego entonces no se actualiza la causal planteada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En cuanto al Agente de Tránsito demandado, este Juzgador justiprecia que no manifiesta causal de improcedencia o sobreseimiento alguna; ahora bien, de oficio, se advierte que respecto del acto impugnado consistente en el recibo oficial de pago número AA 1818767 (uno-ocho-uno-ocho-siete-seis-siete), se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes enunciado, toda vez que el mismo no afecta los intereses jurídicos del actor, en base a lo siguiente: . . 

En la presente causa administrativa, uno de los actos impugnados lo es el recibo de pago número AA 1818767 (uno-ocho-uno-ocho-siete-seis-siete), y en la parte inferior aparece el número 12014636 (uno-dos-cero-uno-cuatro-seis-tres-seis), de fecha 4 cuatro de abril de 2012 dos mil doce; por la cantidad de $265.86 (Doscientos sesenta y cinco pesos 86/100 Moneda Nacional); tal y como se encuentra precisado por el actor en su escrito de demanda, concretamente 
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en el punto II del capítulo de generales que a la letra señala: “II. ACTO O RESOLUCIÓN QUE SE IMPUGNA...: El acta... Así como el recibo de pago número 12014636...”.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, si bien es cierto que del recibo de pago sí se encuentra acreditada su existencia, como quedó precisado en el considerando Tercero de la presente sentencia; cierto es también que dicho acto -recibo- no constituye un acto administrativo que cause en sí mismo una afectación al interés jurídico del impetrante del proceso; ya que por su propia naturaleza, se trata de un acto que no trae aparejada ejecución material y por ende, no vulnera derecho subjetivo alguno del actor; ya que sólo tiene como propósito el hacer constar que se recibió una cantidad por un determinado concepto, sin que ello se traduzca en una expresión de voluntad de la autoridad administrativa, a través de la cual ejerza facultades de decisión que le estén atribuidas por ley y que vulnere la esfera de derechos subjetivos del justiciable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En efecto, para quien resuelve, el recibo de pago número AA 1818767 (uno-ocho-uno-ocho-siete-seis-siete), es la consecuencia del pago que realizó el ciudadano Pablo Guerrero Segura en las cajas de la Tesorería Municipal, por concepto de pago de multa por una infracción de tránsito, sin que ese recibo contenga la imposición propiamente de la multa, ya que solamente es el comprobante de que el particular ha efectuado un pago ante una autoridad facultada para ello. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Aunado al hecho de que dicho recibo, no encuadra dentro de la descripción que de acto administrativo se contiene en el artículo 136 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; ya que no tiene por objeto crear, declarar, reconocer, transmitir, modificar o extinguir una situación jurídica individual y concreta; amén de que el hecho de que contenga el concepto de pago de multa y la cita de diversas normas jurídicas, no lo convierte en un acto administrativo, sino que al tratarse simplemente de un recibo de pago de una multa, tal recibo no puede contener los requisitos formales exigidos para todo acto de autoridad, como lo es, entre otras cosas, la fundamentación y motivación; de ahí que se considere que el mencionado recibo de pago, no afecta los intereses jurídicos del enjuiciante. . . .   

Al caso resulta aplicable el siguiente criterio emitido por el Magistrado de la Tercera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, en el año 2009 dos mil nueve, y que se encuentra contenido en la página de internet del Tribunal en el apartado de Criterios, y que a la letra establece: . . . . . . . . . . . .   

“NO AFECTA EL INTERÉS JURÍDICO DEL ACTOR UN RECIBO OFICIAL DE PAGO, AL NO SER UN ACTO ADMINISTRATIVO.- Si la parte actora demanda la nulidad de una multa de tránsito municipal, señalando como autoridad demandada al Tesorero Municipal, y como acto impugnado sólo presentan el recibo oficial de pago correspondiente, tal recibo no afecta el interés jurídico de los particulares, pues no reúne las características establecidas en el artículo 136 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, actualizándose lo dispuesto por el artículo 261, fracción I, de dicho ordenamiento. (Exp. R.R.40/3aSala/09. Resolución de fecha 14 de julio de 2009. Recurrente: Autorizado del Tesorero Municipal de Guanajuato, Guanajuato). . . . . . . . .
Conforme a lo anteriormente señalado, al no afectar el recibo impugnado el interés jurídico de la parte actora; mismo que constituye un requisito “sine qua non” para la procedencia del proceso administrativo -conforme a una correcta interpretación del primer párrafo del artículo 251 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; se actualiza la causal de improcedencia referida en supralíneas; por lo que con fundamento en lo dispuesto en el artículo 262 fracción II, de dicho Código, se sobresee el presente proceso, respecto del recibo de pago número AA 1818767 (uno-ocho-uno-ocho-siete-seis-siete). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para finalizar, quien resuelve no advierte la actualización de alguna causa de improcedencia o sobreseimiento que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa, respecto del acto impugnado consistente en el acta de infracción; por lo que en consecuencia es procedente el presente proceso respecto de ese acto administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Previamente al análisis del planteamiento de fondo formulado por el demandante, este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . 

De lo expuesto por el actor en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que el Agente de Tránsito de nombre Arturo García Loza, con fecha 8 ocho de marzo del año en curso, levantó al ciudadano Pablo Guerrero Segura, el acta de infracción número T-4478959 (T guión cuatro-cuatro-siete-ocho-nueve-cinco-nueve), en el lugar ubicado en “Blvd. Antonio Madrazo y calle Quito” de la colonia El Cortijo de esta ciudad; con motivo, según lo expone el actor en su demanda, de: “Por no hacer alto al incorporarse a una vía que tiene preferencia de paso”; recogiendo en garantía, el vehículo, según consta en el cuerpo del acta materia de la litis; infracción por la que se impuso una multa por la cantidad de $265.86 (Doscientos sesenta y cinco pesos 86/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . 
            Actos que el impetrante del proceso considera ilegales, pues en primer lugar, niega lisa y llanamente haber cometido infracción alguna, y en segundo, que el acta carece de la debida fundamentación y motivación. . . . . . . . . . . . . . . . .

           A lo expresado por el impetrante, el Agente de Tránsito demandado adujó que del folio impugnado, se desprende que se encuentra debidamente fundado y motivado y que el mismo se presume legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
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Así las cosas, la litis planteada se hace consistir en determinar la legalidad o ilegalidad del acta de infracción número T-4478959 (T guión cuatro-cuatro-siete-ocho-nueve-cinco-nueve), de fecha 8 ocho de marzo de 2012 dos mil doce; además, la de determinar la procedencia o improcedencia de la devolución de las cantidades de $265.86 (Doscientos sesenta y cinco pesos 86/100 Moneda Nacional) y $1,275.72 (Un mil doscientos setenta y cinco pesos 72/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede a analizar los conceptos de impugnación hechos valer por el enjuiciante, en cuanto al acta de infracción impugnada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Precisado lo anterior, aplicando el principio de mayor consecuencia anulatoria de los actos impugnados y que pudieran traer mayor beneficio al actor en concordancia con los principios de congruencia y exhaustividad que deben regir en toda sentencia, este Juzgador se avocará al estudio de los conceptos de impugnación que considera trascendentales para emitir la presente resolución, como lo es el que señala como primero -que en su orden en realidad sería el segundo-; sin necesidad de transcribirlo en su totalidad, así como tampoco los demás; sirviendo para ello el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el señalado primer (que por su orden es el segundo) concepto de impugnación, el actor expuso: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“PRIMERO.- La resolución que se impugna…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“En ese orden de ideas el acta de infracción carece de motivación siendo esta la descripción detallada de las circunstancias de hecho… en la especie la autoridad… no indica el motivo por el cual considera que… infringió la norma… sino que se limita a hacer una transcripción del artículo que invoca y dejando la otra parte ilegible…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Por lo tanto... se  desprende que le acta… que se impugna carece de motivación alguna, pues no existe descripción de los hechos ni se indican si esta parte se encontraba circulando, no indica a que clase de vía preferente se refiere o la naturaleza de la misma…”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al contestar la demanda, el Agente de Tránsito sólo se limitó a negar haber causado agravio alguno al actor; que el folio de infracción se encuentra debidamente fundado y motivado; que los conceptos de impugnación deben ser declarados infundados, inoperantes e insuficientes; y, que el acta contiene las circunstancias de tiempo, modo y lugar. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Analizado que es lo expuesto por las partes así como el acta de infracción impugnada, el concepto de impugnación en estudio resulta fundado; pues como bien lo refirió el impetrante del proceso, el Agente de Tránsito omitió motivarla debidamente; ya que si bien es cierto, señaló el precepto que consideró infringido, (artículo 12, fracción VII), del Reglamento de Transito Municipal de León, Guanajuato; cierto es también que no la motiva suficientemente, pues no especifica la vía preferente a la que se incorporó el actor sin hacer alto; y si en dicha vía circulaban otros vehículos, a los que debía cederles el paso;  pero sobre todo, no quedó puntualizado sobre que vía o calle inicialmente circulaba el presunto infractor, aunado al hecho de que tanto en la copia certificada aportada por el actor (localizable a foja 9 nueve) como en la copia al carbón aportada por el Agente demandado (palpable a foja 64 sesenta y cuatro) del acta de infracción impugnada, es ilegible el motivo de la infracción, lo que no permite precisar si dicho motivo, encuadra dentro del supuesto normativo invocado como infringido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Es por lo antes razonado que se concluye que el acta de infracción controvertida, resulta indebidamente motivada, lo que constituye un vicio de carácter formal, al no cumplir con el elemento de validez previsto en la fracción VI, del artículo 137,del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así las cosas, al resultar fundado el concepto de impugnación analizado, se concluye que el acta de infracción número T-4478959 (T guión cuatro-cuatro-siete-ocho-nueve-cinco-nueve), de fecha 8 ocho de marzo de 2012 dos mil doce; resulta ilegal al actualizarse la causa de nulidad prevista en el artículo 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que, con fundamento en el artículo 300, fracción II del mismo Código, es procedente decretar su nulidad total. . . . . . . . . .  

Por último, con la finalidad de no cometer violaciones procesales en perjuicio de las partes; es importante especificar que no se concede ningún valor probatorio a la confesión del ciudadano Pablo Guerrero Segura, ofrecida por la Tesorería y desahogada en la audiencia de desahogo de pruebas y alegatos celebrada el día 13 trece de julio del presente año, a las 10:00 diez horas; en la que a la única posición calificada de legal, que fue la primera, que consistió en
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que si el día 8 ocho de marzo de 2012 dos mil doce, se encontraba circulando un vehículo de motor sin respetar las reglas establecidas para incorporarse a otro carril; a lo que se le tuvo por confeso, al no haber asistido al desahogo de la prueba; sin embargo este Juzgador no le otorga valor probatorio alguno, pues tal probanza es irrelevante en cuanto a la litis planteada, de que el acta impugnada no se encuentra debidamente motivada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

SÉPTIMO.- En virtud de que el concepto de impugnación analizado, resultó fundado y es suficiente para declarar la nulidad total de los actos impugnados; resulta innecesario el estudio del restante esgrimido por el justiciable, ya que su análisis no afectaría ni variaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

OCTAVO.- De las pretensiones del actor, también está la de que se ordene a las demandadas a que devuelvan las cantidades que, como consecuencia del acta de infracción pagó por concepto de la multa impuesta, por arrastre y pensión del vehículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Al respecto, a juicio de este Juzgador, es procedente ordenar al Agente de Tránsito demandado a que devuelva al enjuiciante, el monto erogado por concepto de la multa impuesta, esto es, la cantidad de $265.86 (Doscientos sesenta y cinco pesos 86/100 Moneda Nacional); ya que al decretarse la nulidad del acta de infracción, la consecuencia, es que debe devolverse la cantidad que se pagó por tal concepto y que ampara el recibo oficial número AA 1818767 (AA uno-ocho-uno-ocho-siete-seis-siete), datado el día 4 cuatro de abril del presente año; por lo que dicha autoridad deberá realizar las gestiones necesarias ante la Tesorería Municipal para tal fin; ello conforme al Criterio que sostiene el Pleno del Tribunal de lo  Contencioso Administrativo, visible en la página 280 doscientos ochenta, de la publicación que contiene los “Criterios 2000-2008” de dicho Tribunal, el cual es el siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“devolución del pago de lo indebido. CORRESPONDE A LA AUTORIDAD DE LA QUE EMANÓ EL ACTO ANULADO realizar las gestiones para.- Si el actor ocurrió ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado a efecto de solicitar el reembolso del pago que realizó, por considerar que la infracción del que provino era ilegal, resulta correcto que el A quo condenara a su devolución a la Dirección General de Tránsito y Transporte del Estado, y no a la Secretaría de Finanzas y Administración del Estado, pues el acto de autoridad (imposición y calificación de la infracción), por el cual el actor enteró esa cantidad al erario estatal, fue emitido por el titular de esa Dirección, no así la mencionada Secretaría, la que, en todo caso, se limitó a cumplir con su cometido de recaudar los ingresos estatales, como dispone el artículo 5º del Código Fiscal del Estado, por lo que corresponde a esa Dirección General de Tránsito y Transporte, realizar las gestiones necesarias para que quede sin efectos el pago realizado a la autoridad recaudadora y se devuelva al actor la cantidad cuyo acto de origen fue declarado ilegal”. (Toca 136/07. Recurso de Revisión interpuesto por Daniel García Razo, en su carácter de autorizado del Director General de Tránsito y Transporte del Estado. Resolución de fecha 9 de enero de 2008). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo que hace a la devolución de la cantidad de $1,275.72 (Un mil doscientos setenta y cinco pesos 72/100 Moneda Nacional) por concepto de arrastre y pensión del vehículo; no ha lugar a pronunciamiento alguno;  por las siguientes razones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En primer lugar, porque con la nota de remisión del 4 cuatro de abril de 2012 dos mil doce, que ampara dicha cantidad, no se acredita, de modo alguno, ante quien se realizó el pago de la misma, ni que efectivamente se haya ingresado ese monto al Erario Público Municipal, ni que en realidad se haya efectuado, y que haya sido el actor quien lo desembolsó; ya que no se exhibe comprobante que reúna los requisitos fiscales que la leyes de la materia establecen; aunado a la objeción que se estima procedente, misma que formuló el Agente demandado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En segundo lugar, porque en ninguna de las fracciones del artículo 255 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se contempla la acción de indemnización de daños y perjuicios, que se considera, es en esencia, la pretendida; por tanto, a través del proceso administrativo, no es posible el que se ordene la devolución de esa cantidad, máxime que, como ya se dijo en el párrafo que antecede, no hay evidencia de a quien se le realizó ese pago, para así establecer si es una Dependencia o Entidad de la Administración Publica Municipal o bien un particular . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 261 fracciones I y VI, 262, fracción II, 287, 298, 299, 300, fracción II y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

Expediente número 160/2012-JN

SEGUNDO.- Se sobresee el presente proceso administrativo respecto del acto impugnado a la Tesorería Municipal y del acto consistente en el recibo de pago número AA 1818767 (uno-ocho-uno-ocho-siete-seis-siete), conforme a los razonamientos contenidos en el Considerando Cuarto de este fallo. . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Resultó procedente el proceso administrativo promovido por el justiciable en contra del acta de infracción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.-. Se decreta la nulidad total del acta de infracción número T-4478959 (T guión cuatro-cuatro-siete-ocho-nueve-cinco-nueve), de fecha 8 ocho de marzo de 2012 dos mil doce; en base a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Se ordena al Agente de Tránsito demandado a que devuelva al ciudadano Pablo Guerrero Segura, la cantidad de $265.86 (Doscientos sesenta y cinco pesos 86/100 Moneda Nacional); cantidad equivalente al monto de la multa que con fecha 4 cuatro de abril del año 2012 dos mil doce, fue cubierta, extendiéndose el recibo oficial número AA 1818767 (uno-ocho-uno-ocho-siete-seis-siete); por las consideraciones lógicas y jurídicas en el Considerando Octavo de esta resolución. Devolución que deberá realizarse dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la fecha en que cause ejecutoria la presente resolución; debiendo informar a este Juzgado del cumplimiento dado al presente resolutivo y acompañando las constancias relativas que así lo acrediten. . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- No ha lugar a la devolución de la cantidad de $1,275.72 (Un mil doscientos setenta y cinco pesos 72/100 Moneda Nacional), por concepto de arrastre y pensión del vehículo, atento a lo proclamado en el Octavo considerando del presente fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

